
Fecha: 4 de mayo de 2026

DICTAMEN 2/2026

Relativo al análisis de la compatibilidad entre el ejercicio de las funciones de Delegado de 
Protección de Datos y de Responsable del Sistema Interno de Información.

1. Objeto del dictamen

El presente dictamen se emite en virtud del poder consultivo que el artículo 58.3 b) del  
Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016 (RGPD),  
le confiere a este Consejo de Transparencia y Protección de Datos de Andalucía, en su condición 
de autoridad independiente de control en materia de protección de datos.

Su objeto lo constituye el análisis de la eventual compatibilidad entre el ejercicio de las  
funciones de Delegado de Protección de Datos (DPD) y de Responsable del Sistema Interno de 
Información (RSII) previsto en la Ley 2/2023, de 20 de febrero, reguladora de la protección de las  
personas que informen sobre infracciones normativas y de lucha contra la corrupción.

El análisis realizado contempla exclusivamente la perspectiva de la normativa de protec-
ción de datos personales, sin entrar a valorar otras cuestiones que correspondan a las autorida-
des competentes en materia de protección de las personas informantes, sin perjuicio de la con-
sideración de la Ley 2/2023 en cuanto define las funciones del RSII y el régimen de tratamiento 
de datos personales asociado a dichos sistemas.

En particular, el dictamen examina si la designación de una misma persona como DPD y 
RSII puede considerarse conforme con el artículo 38.6 RGPD, que permite al DPD desempeñar 
otras funciones y cometidos siempre que no den lugar a conflicto de intereses. Asimismo, se 
analiza si  la adopción de medidas organizativas de abstención, exclusión, sustitución u otras 

Dictamen 2/2026 (Compatibilidad en el ejercicio de funciones de DPD y RSII) 1

                                                                Documento apto para ser publicado en el Portal del Consejo



análogas puede resultar suficiente para eliminar dicho conflicto, así como las condiciones bajo 
las cuales podría admitirse una estructura común de cumplimiento normativo que integre áreas 
de protección de datos y de integridad pública o Sistema Interno de Información.

2. Sobre la consulta

Se dirige a este Consejo consulta por parte de la DPD de una de las entidades sujetas a la 
competencia de esta autoridad en materia de protección de datos, mediante la que se interesa 
el criterio sobre la conformidad con el artículo 38.6 RGPD de la eventual designación de una mis-
ma persona como DPD y como RSII, en el marco de la Ley 2/2023.

La consulta parte de la consideración de que el artículo 38.6 RGPD no establece una in-
compatibilidad absoluta entre el desempeño de las funciones de DPD y otras funciones dentro 
de la organización, debiendo apreciarse el eventual conflicto de intereses en atención a las cir-
cunstancias concretas del caso y, en particular, a las medidas técnicas y organizativas adoptadas.

Sobre esta premisa, se sostiene que el conflicto se limitaría a los supuestos en los que la 
información recibida afecte directa o indirectamente al ámbito funcional del DPD, y que la previ-
sión expresa de mecanismos de abstención, exclusión y sustitución resultaría suficiente para en-
tender salvaguardada la exigencia del citado precepto. Se precisa, además, que la eventual acu-
mulación de funciones se plantea con carácter transitorio, en tanto se culmina la implantación 
efectiva del Sistema Interno de Información.

Se expone, asimismo, un modelo organizativo en estudio en el que las funciones relativas 
al Sistema Interno de Información y las propias de protección de datos se estructurarían en de-
partamentos diferenciados, con jefaturas propias, integrados en un mismo servicio cuya jefatura 
correspondería al DPD. A dicha jefatura del servicio se le atribuirían funciones de dirección, coor-
dinación y supervisión general, sin intervención en la tramitación ni valoración de las comunica-
ciones concretas, que corresponderían de forma exclusiva al departamento competente.

La cuestión sometida al criterio de este Consejo exige distinguir dos planos. El primero se 
refiere a la acumulación subjetiva de las funciones de DPD y RSII en una misma persona. El se-
gundo se refiere a la posible integración de las áreas de protección de datos y del Sistema In-
terno de Información en una estructura común de cumplimiento normativo, con separación de-
partamental y funcional. 
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3. Independencia funcional y ausencia de conflicto de intereses en la figura del DPD

La compatibilidad entre las funciones de DPD y de RSII debe examinarse a la luz de los  
principios de independencia funcional y ausencia de conflicto de intereses, elementos definito-
rios del régimen jurídico del DPD.

El artículo 38.6 RGPD dispone:

"El delegado de protección de datos podrá desempeñar otras funciones y cometidos. El responsable o 
encargado del tratamiento garantizará que dichas funciones y cometidos no den lugar a conflicto de  
intereses."

En el mismo sentido, el inciso final del artículo 36.2 LOPDGDD establece:

"Se garantizará la independencia del delegado de protección de datos dentro de la organización, de-
biendo evitarse cualquier conflicto de intereses."

Estos preceptos se integran con el artículo 38.3 RGPD, que prohíbe que el DPD reciba ins-
trucciones en el desempeño de sus funciones y ordena que rinda cuentas directamente al más 
alto nivel jerárquico del responsable o encargado del tratamiento. Las funciones propias del De-
legado se concretan en el artículo 39 RGPD y se centran en el asesoramiento, la supervisión del 
cumplimiento normativo, la cooperación con la autoridad de control y la actuación como punto 
de contacto.

Sobre las condiciones en las que puede constatarse el conflicto de intereses, la Sentencia 
del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 9 de febrero de 2023, asunto C-453/21 X-FAB 
Dresden GmbH & Co. KG contra FC, declara:

"40. […] el RGPD no establece ninguna incompatibilidad de principio entre, por un lado, el desempeño 
de las funciones de delegado de protección de datos y, por otro lado, el de otras funciones en el seno  
del responsable o encargado del tratamiento. […]

41. […]  no se puede encomendar al delegado de protección de datos la ejecución de funciones o de  
cometidos que puedan perjudicar el desempeño de las funciones que ejerce como delegado de protec-
ción de datos.

[…]

44. […] no se pueden encomendar a un delegado de protección de datos funciones o cometidos que le  
lleven a determinar los fines y los medios del tratamiento de datos personales del responsable del tra -
tamiento o de su encargado. […]

45. […] la existencia de un conflicto de intereses de intereses, en el sentido del artículo 38, apartado 6 ,  
del RGPD (LCEur 2016, 605) debe efectuarse caso por caso, sobre la base de una apreciación del con-
junto de las circunstancias pertinentes, en particular, de la estructura organizativa del responsable del 
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tratamiento o de su encargado y a la luz de toda la normativa aplicable, incluidas las eventuales polí -
ticas de estos últimos"

La valoración caso por caso a la que alude la sentencia no implica que el conflicto solo 
pueda apreciarse en la tramitación de un expediente concreto o ante una afectación personal di-
recta del DPD. El propio Tribunal incluye entre los elementos pertinentes, junto a la estructura 
organizativa, "toda la normativa aplicable", lo que comprende también las normas que predefi-
nen el contenido funcional de los puestos sometidos a examen. El conflicto puede tener, por 
tanto, carácter estructural cuando las funciones adicionales sitúan al Delegado en una posición 
de gestión sobre tratamientos que después debe supervisar.

El criterio que debe delimitar la compatibilidad es la naturaleza de la función adicional 
asumida. La asunción de funciones ejecutivas o de gestión del tratamiento compromete su inde-
pendencia funcional cuando recae sobre el mismo tratamiento que el Delegado debe supervisar.

Esta asunción de funciones no se circunscribe a la atribución formal de la competencia 
para determinar los fines y los medios del tratamiento. Comprende también la capacidad efecti-
va de decidir o condicionar los medios organizativos, procedimentales o técnicos a través de los  
cuales el tratamiento se desarrolla.

4.  Funciones  del  Responsable  del  Sistema  Interno  de  Información  y  tratamientos 
asociados

La Ley 2/2023 configura el Sistema Interno de Información como cauce de recepción y 
gestión de comunicaciones sobre infracciones normativas y lucha contra la corrupción. Su fun-
cionamiento implica el  tratamiento de datos personales de las personas informantes, de las 
afectadas, de terceros mencionados y de quienes intervengan en la gestión o investigación.

El artículo 5.1 de la Ley 2/2023 atribuye al órgano de administración o gobierno de la en-
tidad obligada la condición de responsable del tratamiento de los datos personales del Sistema. 
La designación de la persona física que asume la gestión, denominada Responsable del Sistema, 
corresponde al mismo órgano conforme al artículo 8.1. Si recae en un órgano colegiado, el ar-
tículo 8.2 exige delegar en uno de sus miembros las facultades de gestión del Sistema y de tra-
mitación de expedientes de investigación.

El artículo 8.4 dispone que el RSII desarrollará sus funciones de forma independiente y 
autónoma, sin recibir instrucciones de ningún tipo en su ejercicio, debiendo disponer de los me-
dios personales y materiales necesarios. Las funciones atribuidas al RSII tienen carácter operati-
vo. El artículo 6.1, in fine, califica expresamente como "gestión del Sistema la recepción de infor-
maciones", y el artículo 9.1 hace recaer en el RSII la responsabilidad de la tramitación diligente 
del procedimiento. 
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El contenido material de esa gestión está delimitado en la propia Ley. El artículo 9.2 enu-
mera el contenido mínimo del procedimiento, incluyendo el acuse de recibo de la comunicación, 
la comunicación con el informante, el derecho de la persona afectada a ser informada y oída, la  
garantía de confidencialidad y la remisión al Ministerio Fiscal cuando los hechos pudieran ser in-
diciariamente constitutivos de delito. El artículo 26.1 exige, además, contar con un libro-registro 
de las informaciones recibidas y de las investigaciones internas a que hayan dado lugar.

El régimen específico del tratamiento de datos personales se desarrolla en los artículos 
32 y 33 de la Ley. El artículo 32 ordena la supresión de los datos no necesarios (apartado 2) y fija  
plazos de conservación (apartados 3 y 4). El artículo 33.2 exige medidas técnicas y organizativas 
adecuadas para preservar la identidad del informante, de las personas afectadas y de los terce-
ros mencionados.

Las operaciones descritas constituyen tratamientos de datos personales en el sentido del 
artículo 4.2 RGPD. Aunque la finalidad general del Sistema venga predeterminada por la Ley 
2/2023 y por la decisión organizativa de la entidad obligada, cabe sostener que el RSII participa 
de forma cualificada en la gestión de los medios operativos mediante los que se desarrolla el 
tratamiento. No se trata de una participación externa o consultiva, sino de una intervención di-
recta, lo que cualifica su posición funcional a los efectos del artículo 38.6 RGPD.

El artículo 32.1 de la Ley 2/2023 confirma esta separación funcional al regular el acceso a 
los datos personales contenidos en el Sistema. Lo atribuye, dentro del ámbito de las respectivas 
competencias, al "Responsable del Sistema y a quien lo gestione directamente" y, separadamente, al 
"delegado de protección de datos". La previsión no prohíbe expresamente la acumulación subjeti-
va, pero constituye un indicio sistemático relevante de que la Ley atribuye a ambas figuras posi-
ciones distintas respecto del tratamiento.

5. Análisis de compatibilidad entre las funciones del DPD y del RSII 

El DPD debe supervisar de manera independiente la conformidad del Sistema Interno de 
Información con la normativa de protección de datos. Esa supervisión se proyecta sobre la lici-
tud del tratamiento, la minimización de datos, la limitación de accesos, la comunicación de infor-
mación a las personas interesadas, la confidencialidad, la conservación, la documentación, la 
gestión de riesgos, la eventual evaluación de impacto y la adecuación de las medidas técnicas y 
organizativas.

Si una misma persona asume las funciones de DPD y de RSII, queda situada en una posi-
ción en la que participa en la gestión del tratamiento asociado al Sistema y, simultáneamente, 
debe supervisar de forma independiente la conformidad de ese mismo tratamiento. La acumu-
lación genera, por su propia configuración, una situación de autosupervisión: la persona que in-
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terviene en la gestión queda llamada a supervisar, como DPD, decisiones, criterios y medidas 
operativas en cuya adopción ha participado o que se encuentran bajo su responsabilidad funcio-
nal.

El conflicto no puede limitarse a las comunicaciones que afecten personalmente al DPD. 
La afectación personal exigiría abstención o sustitución, pero el problema derivado de la acumu-
lación es anterior y más amplio, ya que nace de la atribución simultánea de funciones de gestión 
y de supervisión independiente, y subsiste con independencia del contenido concreto de cada 
comunicación recibida.

Las medidas de abstención, exclusión y sustitución constituyen instrumentos adecuados 
para gestionar conflictos concretos o sobrevenidos, aquellos en los que una información afecta 
personalmente al titular del puesto, concurre una relación que pueda comprometer la imparcia-
lidad o aconseja apartar a una persona de la tramitación de un expediente determinado. No re-
sultan suficientes, en cambio, cuando el conflicto deriva de la acumulación originaria de funcio-
nes de gestión y supervisión.

El artículo 38.6 RGPD no se limita a exigir mecanismos reactivos frente a conflictos ya 
producidos. Impone al responsable o encargado la obligación de garantizar que las funciones 
adicionales atribuidas al DPD no den lugar a conflicto. Esta garantía opera en el momento de 
configuración del puesto y de asignación de funciones, no en el momento de tramitar comunica-
ciones concretas.

Por otra parte, el carácter transitorio o provisional de la acumulación de funciones tam-
poco neutralizaría esta conclusión. La transitoriedad puede explicar que una determinada solu-
ción se adopte mientras se culmina la implantación del Sistema o se define una estructura admi-
nistrativa definitiva, pero no transforma en compatible una situación que, por la naturaleza de 
las funciones atribuidas, sitúa al DPD en una posición de gestión de un tratamiento que después 
debe supervisar.

El criterio expuesto encuentra apoyo en las Directrices sobre los delegados de protección 
de datos del Grupo de Trabajo del artículo 29 (WP 243 rev.01, revisadas el 5 de abril de 2017), cu-
yo apartado 3.5 indica que el DPD no debe ocupar una posición que le lleve a determinar los fi-
nes y medios del tratamiento. Las Directrices precisan que el conflicto puede generarse no solo 
por puestos de alta dirección, sino también por funciones de menor rango. La STJUE de 9 de fe -
brero de 2023, ya citada, refrenda esta interpretación.

Este Consejo se pronunció en sentido análogo en el Dictamen 2/2025, de 17 de junio, re-
lativo a la compatibilidad entre el DPD y el responsable de seguridad de la información del Es-
quema Nacional de Seguridad, donde concluyó que el conflicto surge de la naturaleza intrínseca 
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de las funciones atribuidas a cada rol y no queda eliminado por la mera capacidad organizativa 
para desdoblar formalmente actuaciones.

En  el  ámbito  específico  de  los  Sistemas  Internos  de  Información,  la  Resolución  PS/
00548/2024 de la Agencia Española de Protección de Datos, relativa a la Diputación Provincial de  
Huesca, reprochó que no se hubiera garantizado que la asignación al DPD de funciones propias 
del Sistema no generase conflicto de intereses, destacando la necesidad de analizar las funcio-
nes efectivamente atribuidas y no la mera posición administrativa o los recursos asociados al 
puesto.

Resultan ilustrativos, asimismo, los pronunciamientos de la Autoridad de Protección de 
Datos belga, que han apreciado conflicto de intereses cuando el DPD acumulaba funciones de 
responsabilidad sobre departamentos o unidades que trataban datos personales, al impedir di-
cha acumulación una supervisión independiente sobre esos mismos departamentos (Chambre 
Contentieuse,  Décision  quant  au  fond  18/2020,  de  28  de  abril,  y  Décision  quant  au  fond 
141/2021, de 16 de diciembre).

De todo ello se desprende que el conflicto de intereses no depende de la existencia de 
una incompatibilidad legal expresa ni de la denominación formal del cargo acumulado, sino de 
la posición funcional efectiva del DPD y de su capacidad real para decidir, gestionar, dirigir o con-
dicionar tratamientos sometidos a su supervisión.

En consecuencia, la designación de una misma persona como DPD y RSII no resultaría, 
con carácter general, conforme con el artículo 38.6 RGPD. Esta acumulación de funciones genera 
un conflicto derivado de la atribución simultánea de funciones de gestión operativa y de supervi-
sión independiente sobre un mismo ámbito de tratamiento, conflicto que no se elimina median-
te medidas reactivas ni queda neutralizado por su carácter transitorio.

La conclusión anterior no exime de verificar las particularidades organizativas de cada 
entidad. Si en un supuesto concreto las funciones efectivamente atribuidas al titular del puesto 
se apartaran del núcleo definido por la Ley 2/2023, hasta el punto de excluir la gestión operativa 
del Sistema, la valoración debería atender a esas funciones reales. No obstante, por las razones 
expuestas  en los  apartados  precedentes,  no se  aprecia  que el  régimen ordinario  de la  Ley 
2/2023 admita una configuración del RSII que disocie su titularidad de la gestión operativa del 
Sistema. 

6. Valoración del modelo organizativo propuesto 

La conclusión expuesta en el apartado anterior se proyecta sobre la acumulación subjeti-
va de DPD y RSII en una misma persona. No impide, en cambio, que las entidades públicas dise-
ñen estructuras comunes de cumplimiento normativo que integren áreas de protección de da-
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tos, integridad pública o gestión del Sistema Interno de Información. La normativa de protección 
de datos no exige que estas funciones se sitúen en estructuras orgánicas completamente sepa-
radas.

La creación de departamentos diferenciados, con jefaturas propias y autonomía operati-
va, constituye una medida organizativa relevante para prevenir la concentración de funciones. 
Esta separación contribuye a evitar que el DPD asuma tareas de gestión del Sistema o que el RSII 
quede integrado en una línea funcional dependiente de quien debe supervisar el tratamiento 
desde la perspectiva de protección de datos.

La cuestión presenta mayor complejidad cuando la estructura común se articula bajo una 
jefatura de servicio atribuida al propio DPD. En tal supuesto debe examinarse con especial cau-
tela el alcance real de las potestades asociadas a esa jefatura: facultades de dirección, coordina-
ción funcional, asignación de medios, evaluación, supervisión operativa, validación de criterios o 
capacidad de condicionar la actuación del departamento encargado del Sistema.

La lógica organizativa ordinaria atribuye a una jefatura de servicio potestades funcionales 
sobre los departamentos integrados en él. La carencia de tales potestades, en cuanto excepción 
a esa lógica, debería resultar de una previsión expresa, efectiva y documentada en la norma o 
instrumento organizativo correspondiente.

No basta, en consecuencia, con afirmar que el DPD no interviene en la tramitación ni va-
loración de comunicaciones concretas. Si la jefatura del servicio conservara potestades para diri-
gir, validar, evaluar, supervisar o condicionar la gestión del departamento encargado del Siste-
ma, no podría considerarse garantizada la separación funcional, y la separación departamental 
formal no eliminaría el conflicto.

7. Conclusiones 

Del análisis expuesto se derivan las siguientes conclusiones:

Primera. Con carácter general, la acumulación en una misma persona de las funciones de 
Delegado de Protección de Datos y de Responsable del Sistema Interno de Información debe 
considerarse incompatible con el artículo 38.6 RGPD. Las funciones atribuidas al RSII por la Ley 
2/2023 sitúan a su titular en una posición de gestión cualificada del tratamiento que después de-
bería supervisar como DPD, generando una situación de autosupervisión contraria a la indepen-
dencia funcional exigida.

Segunda. Las medidas de abstención, exclusión y sustitución son instrumentos adecua-
dos para gestionar conflictos concretos o sobrevenidos en la tramitación de informaciones de-
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terminadas, pero no resultan suficientes para eliminar el conflicto estructural derivado de la acu-
mulación originaria de funciones de gestión y supervisión.

Tercera. El carácter transitorio o provisional de la acumulación no neutraliza el conflicto 
cuando este deriva de la naturaleza de las funciones atribuidas. La exigencia del artículo 38.6 
RGPD opera desde el momento de configuración del puesto y de asignación de funciones, con 
independencia de la duración prevista.

Cuarta. Puede resultar admisible una estructura común de cumplimiento normativo que 
integre áreas de protección de datos e integridad pública o Sistema Interno de Información, 
siempre que se garantice una separación funcional real, efectiva y documentada. En particular,  
el DPD no debe asumir las funciones atribuidas al RSII por la Ley 2/2023 ni ejercer potestades 
que le permitan dirigir, validar, evaluar, supervisar o condicionar operativamente la gestión del  
Sistema. 

EL DIRECTOR DEL CONSEJO DE TRANSPARENCIA
Y PROTECCIÓN DE DATOS DE ANDALUCÍA

Jesús Jiménez López
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